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Se trataba, en otras palabras, de una decisión disciplina-
ria adoptada ad cautelam, únicamente para el caso de una 
eventual reanudación de la relación laboral por declara-
ción de nulidad del primer acto extintivo.

Con fecha 20 de junio de 2005 la Sala Primera de este 
Tribunal Constitucional ha dictado Sentencia desestima-
toria del recurso de amparo núm. 4183-2001, en el que el 
Sr. Díaz Güell aducía la vulneración de los derechos fun-
damentales de libertad de cátedra [art. 20.1 c) CE] y liber-
tad de expresión [art. 20.1 a) CE] con ocasión del primer 
despido, que fue decidido por la Universidad SEK tras la 
resistencia del recurrente a cumplir una orden expresa del 
Rector en el sentido de informarle y solicitarle la aproba-
ción previa sobre la edición de un número de la revista 
«Karcaj» que se confeccionaba en la Facultad de Ciencias 
de la Información como instrumento de aprendizaje de 
los alumnos. De ese modo ha sido denegada la preten-
sión del Sr. Díaz Güell de que se declarara la nulidad de la 
Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de 
Justicia de Castilla y León, con sede en Burgos, de 26 de 
junio de 2001 que, revocando la de instancia, calificó de 
improcedente en lugar de nulo el primer despido acor-
dado por la Universidad SEK con fecha 4 de agosto de 
2000. A tenor de esa circunstancia el segundo despido 
cautelar que ahora se cuestiona no ha llegado a tener nin-
gún efecto, ni podrá ya ocasionarlo, ni en particular pro-
ducir lesión alguna de derechos fundamentales, al no 
haberse dado la condición necesaria para que surtiera 
efectos (la reanudación de la relación laboral por anula-
ción del primer acto extintivo).

La relación laboral se extinguió con base en el primer 
acto disciplinario, no existiendo readmisión posterior ni 
rehabilitación consiguiente de la relación laboral. Así lo 
reconoció el legal representante de la empresa deman-
dada en la prueba de confesión judicial (fundamento de 
Derecho único de la Sentencia de 9 de mayo de 2001 del 
Juez de lo Social de Segovia), en ello insisten las partes 
en el trámite de alegaciones del art. 52 LOTC, e igualmente 
tal conclusión se deduce del hecho probado 10 de la 
citada Sentencia del Juez de lo Social. Por tanto, utili-
zando los términos de la Sentencia recurrida en amparo, 
habiendo ganado firmeza la primera decisión extintiva el 
segundo despido pierde incluso su eficacia puramente 
cautelar, pues no puede declararse de nuevo extinguido 
lo que ya lo está de manera firme.

Todo ello conduce indefectiblemente, conforme a las 
razones antedichas, a la desestimación del recurso de 
amparo. Constituye reiterada doctrina constitucional que 
el recurso de amparo no tiene carácter cautelar, ni alcanza 
a proteger eventuales lesiones no producidas (por todas, 
STC 165/1999, de 27 de septiembre, FJ 8), exigiendo el 
inexcusable presupuesto de la violación de los derechos o 
libertades públicas mencionadas en el art. 41.1 LOTC. Este 
Tribunal, desde su más temprana jurisprudencia (ATC 
98/1981, de 30 de septiembre, FJ 4, y STC 77/1982, de 20 
de diciembre, FJ 1), ha requerido como presupuesto inex-
cusable de la petición de amparo que ésta se formule en 
razón de la existencia de una lesión efectiva, real y con-
creta a un derecho fundamental, lo que no sucede cuando 
lo que se contiene en la demanda es la mera invocación 
de un hipotético daño potencial, que en esta ocasión no 
podrá causarse por el despido cautelar al haberse produ-
cido la extinción firme y definitiva del contrato de trabajo 
con base en el primer acto extintivo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don 
Carlos Díaz Güell.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a cuatro de julio de dos mil cinco. 
Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín de 
Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Ramón Rodríguez Arribas.–Pas-
cual Sala Sánchez. 

 13456 Sala Primera. Sentencia 178/2005, de 4 de julio
de 2005. Recurso de amparo 4982-2001. Pro-
movido por don Antonio Martínez de la Peña 
Gordón frente a Sentencia de la Audiencia Pro-
vincial de Sevilla que, en grado de apelación, 
le condenó por una falta de lesiones.

Vulneración de los derechos a un proceso con 
garantías y a la presunción de inocencia: con-
dena pronunciada en apelación sin haber cele-
brado vista pública (STC 167/2002).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta 
por doña María Emilia Casas Baamonde, Presidenta, don 
Javier Delgado Barrio, don Roberto García-Calvo y Mon-
tiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don Manuel 
Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magistrados, ha 
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4982-2001, interpuesto 
por don Antonio Martínez de la Peña Gordón, represen-
tado por el Procurador de los Tribunales don Álvaro Arana 
Moro y asistido por el Abogado don Manuel Alba Pérez, 
promovido contra la Sentencia de la Sección Séptima de 
la Audiencia Provincial de Sevilla de 5 de septiembre de 
2001, recaída en el rollo de apelación núm. 191-2001 que, 
revocando la inicial Sentencia absolutoria dictada por el 
Juzgado de Instrucción núm. 13 de dicha ciudad el 16 de 
mayo de 2001, le condenó como autor de una falta de 
lesiones. Han intervenido el Ministerio Fiscal y don 
Alfonso Belzunegui Ormazábal, representado por el Pro-
curador de los Tribunales don Luciano Bosch Nadal y asis-
tido por el Abogado don Adolfo Cuéllar Portero. Ha sido 
Ponente el Magistrado don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, 
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro 
General de este Tribunal el día 24 de septiembre de 2001, 
el Procurador de los Tribunales don Álvaro Arana Moro, 
en nombre y representación de don Antonio Martínez de 
la Peña Gordón, interpuso recurso de amparo contra la 
resolución judicial que se cita en el encabezamiento.

2. Los fundamentos de hecho en los que tiene su 
origen el presente recurso son, sucintamente expuestos, 
los siguientes:

a) Mediante Sentencia del Juzgado de Instrucción 
núm. 13 de Sevilla, de 16 de mayo de 2001, el recurrente 
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fue absuelto en primera instancia de la falta por la que 
venía siendo juzgado.

Esta Sentencia contiene la siguiente declaración de 
hechos probados: «Que el día 4 de septiembre de 2000 
fue interpuesta denuncia por parte de Antonio Manuel 
Martínez Peña Gordón y contra el denunciado Alfonso 
Belzunegui Ormazábal, por los hechos que narra en la 
misma y asimismo Alfonso Belzunegui Ormazábal con 
fecha 4 de septiembre de 2000 vino a interponer denuncia 
contra Antonio Manuel Martínez Peña Gordón, José 
Alfonso Martínez Espejo y Antonio Alberto Flores Rojas 
por los hechos recogidos en el atestado policial con 
número de salida 16.080 y en base a ello, las partes fueron 
convocadas a la celebración del correspondiente juicio de 
faltas».

En la fundamentación jurídica se afirma que «de la 
prueba practicada en el acto del juicio no ha quedado 
acreditado cómo ocurrieron los hechos, ni que el hecho o 
hechos denunciados hayan acaecido. Las partes mantie-
nen versiones contradictorias sobre la forma de ocurrir el 
incidente y no ha quedado acreditado cómo ni qué con-
ducta, o conductas en su caso, fuese la que motivase la 
asistencia médica que el día de autos precisó Alfonso Bel-
zunegui Ormazábal» (FJ primero).

b) El Sr. Belzunegui interpuso recurso de apelación 
contra la anterior resolución, alegando error en la aprecia-
ción de la prueba y solicitando la condena del ahora 
demandante de amparo.

Este recurso fue estimado por Sentencia de la Sección 
Séptima de la Audiencia Provincial de Sevilla, de 5 de sep-
tiembre de 2001, en la que –sin celebración de vista, ni 
nueva práctica de prueba– se condena al recurrente como 
autor de una falta de lesiones (art. 617.1 CP) a la pena de 
un mes de multa con una cuota diaria de 2.000 pesetas, 
así como al pago de la cuarta parte de las costas de la 
instancia y a indemnizar al perjudicado con 15.000 pese-
tas.

c) La Audiencia modifica los hechos probados de la 
Sentencia de instancia, que sustituye por los siguientes: 
«Primero.–Sobre las 11 horas del día 4 de septiembre de 
2000 don Alfonso Belzunegui Ormazábal acudió al hotel 
‘‘Las Casas de los Mercaderes’’, sito en la calle Álvarez 
Quintero de esta capital, de cuya propietaria, la sociedad 
limitada del mismo nombre, es al parecer copropietario y 
administrador mancomunado. En un momento dado por 
motivos relacionados con la documentación del estableci-
miento discutió con el gerente del hotel, don Antonio 
Manuel Martínez de la Peña Gordón, con DNI núm. … 
quien le agredió causándole lesiones consistentes en con-
tusión con erosión en el labio inferior, distensión de la 
muñeca derecha, contusión en el codo derecho y erosio-
nes en el antebrazo izquierdo, de las que el Sr. Belzunegui 
sanó a los cinco días, durante los cuales no estuvo impe-
dido para sus ocupaciones habituales. Segundo.–Nada 
más ocurrir los hechos el Sr. Belzunegui avisó a la policía, 
acudiendo al hotel la dotación de un patrullero del Cuerpo 
Nacional de Policía que al observar las lesiones del citado 
le trasladó para su asistencia al Equipo Quirúrgico Muni-
cipal».

d) La fundamentación jurídica en la que se sustenta 
la modificación de los hechos probados y la decisión con-
denatoria es la siguiente: «En su Sentencia la Juez de 
Instrucción decidió absolver a todos los denunciados 
entre quienes se hallaba el apelante –asimismo denun-
ciante–, por mantener todos ellos ‘‘versiones contradicto-
rias’’, pero sin desarrollar argumentativamente su deci-
sión. De otro lado, el examen de las actuaciones 
ciertamente permite comprobar que el recurrente man-
tuvo una versión (que fue agredido) y los demás denun-
ciados otra diferente (negando la agresión e insistiendo el 
Sr. Martínez de la Peña en que fue insultado por el Sr. Bel-
zunegui). Ahora bien, ciñéndonos exclusivamente a los 
términos del debate en esta alzada, tal como quedan con-

formados por el recurso interpuesto, lo cierto es que la 
versión de don Alfonso Belzunegui aparece corroborada 
por un dato objetivo, la realidad de las lesiones que pre-
sentaba, que fueron percibidas por los Agentes policiales 
que acudieron tras su aviso al lugar de los hechos, razón 
por la cual le llevaron a un centro médico para su asisten-
cia. Ello a su vez refleja la falta de credibilidad de los 
demás denunciados al afirmar en el juicio que no vieron 
lesiones en el recurrente, sin que en el escrito impugnato-
rio del acusado se aporte argumento alguno sobre el 
fondo del asunto. Así las cosas, visto el tenor de la decla-
ración en juicio del Sr. Belzunegui, quien achacó expresa-
mente al Sr. Martínez de la Peña una agresión física –en 
consonancia con ello sólo contra él dirigió su acusación 
pidiendo la absolución de los restantes denunciados–, 
este juzgador de la alzada entiende demostrada la reali-
dad de su afirmación, considerando insuficiente la valora-
ción probatoria de la Juez de Instrucción dada su poca 
argumentación y no atender, como ha quedado dicho, a 
todo el material probatorio».

3. El recurrente fundamenta su demanda de amparo 
en la vulneración del derecho a la presunción de inocen-
cia (art. 24.2 CE), denunciando que la Audiencia Provincial 
de Sevilla fundamenta la condena en hechos ajenos a los 
probados en el juicio oral, donde ni se acreditaron las 
lesiones (al no ratificarse el parte de lesiones), ni compa-
recieron los policías como testigos, dando por válido lo 
manifestado por el Sr. Belzunegui y negando credibilidad 
a los demás denunciados de forma ilícita y sobre la base 
de elementos ajenos al plenario.

4. Por providencia de 23 de octubre de 2002 la Sec-
ción Segunda de este Tribunal, a tenor de lo dispuesto en 
el art. 50.3 LOTC, acordó conceder un plazo común de diez 
días al Ministerio Fiscal y al solicitante de amparo para 
que dentro de dicho término alegaran lo que estimasen 
pertinente en relación con la posible carencia manifiesta 
de contenido de la demanda que justifique una decisión 
sobre el fondo de la misma por parte de este Tribunal, de 
conformidad con lo prevenido en el art. 50.1 c) LOTC.

5. El Fiscal, mediante escrito registrado en este Tri-
bunal el día 13 de noviembre de 2002, interesó la inadmi-
sión de la demanda por entender que en el presente caso, 
y pese a lo afirmado en la STC 167/2002, la Sala de apela-
ción además de valorar las declaraciones de denunciante 
y denunciado, tiene en cuenta otras pruebas para enervar 
la presunción de inocencia, como es la constatación de 
las lesiones apreciadas en el centro médico al que fue 
conducido el recurrente, que sirve para adverar las mani-
festaciones de este último sobre la realidad de tales 
menoscabos a su integridad física, que el denunciado y 
ahora demandante de amparo negaba. En consecuencia, 
entiende el Fiscal que la Audiencia revoca la Sentencia de 
instancia sobre la base de una prueba documentada, la 
constatación de la existencia de lesiones, que le sirve para 
otorgar credibilidad al contenido de una declaración, la 
del denunciante.

6. Por providencia de 6 de marzo de 2003 la Sección 
Segunda de este Tribunal acordó la admisión a trámite de 
la demanda, así como, a tenor de lo dispuesto en el art. 51 
LOTC, requerir al Juzgado de Instrucción núm. 13 de Sevi-
lla y a la Sección Séptima de la Audiencia Provincial de 
Sevilla para que en el plazo de diez días remitieran testi-
monio del juicio de faltas 398-2000 y del rollo de apela-
ción núm. 191-2001, interesándose al tiempo que se 
emplazara a quienes fueron parte en el procedimiento, a 
excepción del recurrente en amparo, para que en el plazo 
de diez días pudieran comparecer en este proceso consti-
tucional.
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7. Mediante providencia de la misma fecha se acordó 
formar la correspondiente pieza separada de suspensión 
y, de conformidad con lo previsto en el art. 56 LOTC, con-
ceder un plazo común de tres días al Ministerio Fiscal y al 
recurrente de amparo para que alegaran lo que estimaran 
pertinente en relación con la suspensión interesada.

Evacuado dicho trámite, mediante Auto de 7 de abril 
de 2003 la Sala Primera acordó denegar la suspensión 
interesada.

8. Una vez recibidas las actuaciones y efectuados los 
emplazamientos, a través de diligencia de ordenación de 
25 de abril de 2003, se tiene por personado y parte al Pro-
curador don Luciano Bosch Nadal, en nombre y represen-
tación de don Alfonso Belzunegui Ormazábal, y, a tenor 
de lo dispuesto en el art. 52 LOTC, se dio vista de las 
actuaciones por un plazo común de veinte días al Ministe-
rio Fiscal y a los Procuradores don Alvaro Arana Moro y 
don Luciano Bosch Nadal, para que dentro de dicho tér-
mino efectuaran las alegaciones que estimasen pertinen-
tes.

9. La representación procesal de don Alfonso Belzu-
negui Ormazábal evacuó dicho trámite mediante un 
escrito que tuvo su entrada en el Registro de este Tribunal 
el día 29 de mayo de 2003, en el que se remite a las alega-
ciones realizadas en el escrito presentado el día 3 de abril 
de 2003.

En dicho escrito se recuerda que el recurso de apela-
ción es un novum iudicium, en el que el Juez ad quem 
tiene plena jurisdicción, en idéntica situación que el infe-
rior a quo, también para la determinación de los hechos. Y 
en el presente caso, la Audiencia Provincial de Sevilla, en 
el uso legítimo de sus facultades, ha condenado al ahora 
recurrente en amparo sobre la base de la prueba practi-
cada en el plenario, consistente en la declaración de la 
víctima denunciante y en el parte de lesiones, por lo que 
no ha existido vulneración alguna del derecho a la pre-
sunción de inocencia. Por otra parte, se señala que aun-
que la única prueba de cargo fuera la declaración de la 
víctima, este Tribunal ha señalado reiteradamente que la 
misma tiene valor de prueba testifical siempre que se 
practique con todas las garantías y es válida para desvir-
tuar la presunción de inocencia.

10. El día 6 de junio de 2003 presentó sus alegacio-
nes el Ministerio Fiscal, interesando el otorgamiento del 
amparo por vulneración de los derechos del recurrente a 
un proceso con todas las garantías y a la presunción de 
inocencia (art. 24.2 CE).

Entiende el Fiscal que a la luz de la doctrina sentada a 
raíz de la STC 167/2002, en relación con el respeto a las 
exigencias de inmediación y contradicción en la segunda 
instancia penal, y dada la extraordinaria semejanza que el 
presente supuesto guarda con el enjuiciado por la STC 
198/2002 (juicio de faltas seguido por lesiones, con pro-
nunciamiento absolutorio en la primera instancia para el 
recurrente y sentencia condenatoria en el trámite de ape-
lación, tomando como referencia el Tribunal la concurren-
cia de un parte de lesiones que reputó como elemento 
probatorio de carácter objetivo para poder corroborar las 
reexaminadas declaraciones de los implicados en los 
hechos) ha de reconsiderar su inicial planteamiento, que 
le llevó a instar la inadmisión de la demanda, y afirmar 
ahora la vulneración de los derechos del recurrente a un 
proceso con todas las garantías y a la presunción de ino-
cencia.

«En este sentido, es cierto que la solución absolutoria 
a la que llegó la juzgadora de la primera instancia se 
apoyó exclusivamente en lo que aquélla entendió como 
declaraciones contradictorias del denunciante y del 
denunciado, como también lo es que el Tribunal de apela-
ción, sin la celebración de vista oral, llegó a la conclusión 
contraria de condenar al ahora demandante de amparo 

como autor de la falta, con fundamento en que las decla-
raciones del denunciante acerca de las agresiones sufri-
das venían corroboradas ‘‘por un dato objetivo, la realidad 
de las lesiones que presentaba, que fueron percibidas por 
los agentes policiales que acudieron tras su aviso al lugar 
de los hechos...’’. Sin embargo, como destaca la STC 
198/2002, a la vista de lo que se recoge en el FJ 1 de la 
Sentencia de la Audiencia, ‘‘resulta difícilmente escindible 
la imbricación que se hace...’’ entre las declaraciones de 
las partes y el propio parte de lesiones, de tal manera que 
lo que éste último hace, según el criterio de la Sala, es 
simplemente corroborar lo afirmado por el denunciante, 
pero sin que sea posible determinar, excluidas las decla-
raciones y con el único parte de asistencia, la capacidad 
de dicho elemento probatorio para sustentar la declara-
ción de culpabilidad y la condena del recurrente. El parte 
de lesiones o dato objetivo que cita la Sentencia de apela-
ción únicamente le ha servido al juzgador para concederle 
una mayor verosimilitud al testimonio de la persona 
lesionada frente al del denunciado, pero no para funda-
mentar su convicción de condena de manera autónoma, 
de ahí que, al no haberse celebrado la correspondiente 
vista y, por tanto, faltar el requisito de la inmediación, se 
habría operado, como señala la STC 198/2002 citada, la 
vulneración del derecho a un proceso con todas las garan-
tías y también la del derecho a la presunción de inocencia, 
pues en relación con esta última, descargadas por no 
haber sido sometidas a los principios de inmediación y 
contradicción en la correspondiente vista, las pruebas 
consistentes en las declaraciones del denunciante y 
denunciado así como la de los agentes de la policía en 
cuanto testigos de referencia, restaría únicamente la del 
parte de lesiones que, como se ha indicado, carece de la 
necesaria aptitud para enervar la presunción de inocen-
cia, toda vez que el mismo ha sido valorado por la Senten-
cia de apelación para otorgar mayor credibilidad a la 
declaración del denunciante sobre la del denunciado que-
dando, por ello, íntimamente conectado a la misma, sin 
que goce por ello de la suficiente autonomía como para 
haber sido valorado por separado en la Sentencia y sin 
disponer, además, de la suficiente eficacia suasoria como 
para fundamentar un pronunciamiento condenatorio apo-
yado exclusivamente en el citado parte.

En consecuencia, la vulneración de los principios de 
inmediación y de contradicción conlleva necesariamente 
la infracción del derecho a un proceso con todas las 
garantías. E, igualmente, la ausencia de actividad proba-
toria de cargo suficiente para enervar la presunción de 
inocencia debe acarrear, igualmente, la apreciación de 
este motivo y el subsiguiente otorgamiento de amparo».

11. Por diligencia de 16 de junio de 2003 se hace 
constar que el Procurador del recurrente no ha presen-
tado escrito de alegaciones.

12. Por providencia de 30 de junio de 2005, se señaló 
para deliberación y votación de la presente Sentencia el 
día 4 de julio de 2005, trámite que ha finalizado en el día 
de hoy.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se interpone contra 
la Sentencia de la Sección Séptima de la Audiencia Pro-
vincial de Sevilla, de 5 de septiembre de 2001, recaída en 
el rollo de apelación núm. 191-2001 que, revocando la 
inicial Sentencia absolutoria dictada por el Juzgado de 
Instrucción núm. 13 de dicha ciudad el 16 de mayo de 
2001, condenó al ahora demandante de amparo como 
autor de una falta de lesiones.

Bajo la invocación del derecho a la presunción de ino-
cencia (art. 24.2 CE) se denuncia, con cierta imprecisión 
pero suficiente claridad, la falta de garantías constitucio-
nales en la valoración de la prueba en segunda instancia 
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que constituye el fundamento de la condena por parte de 
la Audiencia, en cuanto el reproche se dirige a la conce-
sión de credibilidad al Sr. Belzunegui, negándosela a los 
demás denunciados, de forma ilícita y sobre la base de 
elementos ajenos al plenario. Una queja que ha de encua-
drarse en el derecho a un proceso con todas las garantías 
(art. 24.2 CE) y sólo de forma derivada en el derecho a la 
presunción de inocencia (art. 24.2 CE), sin que la impreci-
sión del recurrente en la calificación jurídica de la misma 
constituya un obstáculo para el enjuiciamiento, al resultar 
claramente delimitada en la demanda la infracción adu-
cida y las razones en las que la misma se sustenta (por 
todas, SSTC 167/2002, de 18 de septiembre, FJ 9; 230/2002, 
de 9 de diciembre, FJ 7; 189/2003, de 27 de octubre, FJ 4; 
40/2004, de 22 de marzo, FJ 4; 105/2005, de 9 de mayo, FJ 
2; 59/2005, de 14 de marzo, FJ 2).

El Ministerio Fiscal solicita que se otorgue el amparo 
solicitado, por vulneración tanto del derecho a un proceso 
con todas las garantías, como del derecho a la presunción 
de inocencia (art. 24.2 CE).

2. Constituye ya consolidada doctrina –que parte de 
la Sentencia de Pleno 167/2002, de 18 de septiembre– que 
en el ejercicio de las facultades que el art. 795 de la Ley de 
enjuiciamiento criminal (LECrim) atribuye al Tribunal ad 
quem en el recurso de apelación (que le otorgan plena 
jurisdicción y desde luego le permiten revisar y corregir la 
valoración de la prueba llevada a cabo por el Juez a quo y 
modificar los hechos probados) deben respetarse las 
garantías constitucionales del art. 24.2 CE, lo que se tra-
duce en la exigencia de publicidad, inmediación y contra-
dicción para proceder a una nueva valoración de la 
prueba en segunda instancia, sin que esto implique en 
todo caso la necesidad de nueva práctica de pruebas o la 
celebración de vista pública, sino que ello dependerá de 
las circunstancias del caso y de la naturaleza de las cues-
tiones a juzgar.

Tanto la STC 167/2002 como las Sentencias posterio-
res que han apreciado la vulneración del derecho al pro-
ceso con todas las garantías (art. 24.2 CE) resuelven 
supuestos en que, tras una Sentencia penal absolutoria 
en primera instancia, la misma es revocada en apelación 
y sustituida por una Sentencia condenatoria, tras realizar 
una nueva valoración de la credibilidad de testimonios en 
la que se fundamenta la modificación del relato de hechos 
probados y la conclusión condenatoria, medios de prueba 
que, por su carácter personal, no podían ser valorados de 
nuevo sin inmediación, contradicción y publicidad, esto 
es, sin el examen directo y personal de los acusados o los 
testigos, en un debate público en el que se respete la posi-
bilidad de contradicción (entre otras, SSTC 197/2002, de 
28 de octubre, FJ 4; 198/2002, de 28 de octubre, FJ 2; 
200/2002, de 28 de octubre, FJ 6; 212/2002, de 11 de 
noviembre, FJ 3; 230/2002, de 9 de diciembre, FJ 8; 
47/2003, de 27 de febrero, FJ 5; 189/2003, de 27 de octu-
bre, FJ 5; 10/2004, de 9 de febrero, FJ 7; 12/2004, de 9 de 
febrero, FJ 4; 40/2004, de 22 de marzo, FFJJ 5 y 6; 31/2005, 
de 14 de febrero, FJ 5; 111/2005, de 9 de mayo, FFJJ 1 y 2; 
112/2005, de 9 de mayo, FJ 2). Por el contrario, existen 
otras pruebas, y en concreto la documental, cuya valora-
ción sí es posible en segunda instancia sin necesidad de 
reproducción del debate procesal, porque, dada su natu-
raleza, no precisan de inmediación (SSTC 198/2002, de 28 
de octubre, FJ 5; 230/2002, de 9 de diciembre, FJ 8; 
119/2005, de 9 de mayo, FJ 2; AATC 220/1999, de 20 de 
septiembre, FJ 3; 80/2003, de 10 de marzo, FJ 1).

3. A la luz de la doctrina anteriormente expuesta, 
debemos analizar ahora cuáles son las circunstancias del 
presente caso y, en concreto, la naturaleza de las cuestio-
nes sometidas al Tribunal de apelación y de los medios de 
prueba en cuya nueva valoración se fundamenta la con-
clusión condenatoria.

Como se expuso con mayor detenimiento en los ante-
cedentes de hecho, la Sentencia de instancia fundamenta 
su conclusión absolutoria en la existencia de versiones 
contradictorias sobre la forma en que ocurrió el incidente, 
a partir de las cuales entiende que no ha quedado acredi-
tado cómo ocurrieron los hechos, ni cuál fue la conducta 
que motivó la asistencia médica que el día de autos pre-
cisó el Sr. Belzunegui.

Contra esta resolución interpuso recurso de apelación 
el Sr. Belzunegui, alegando error en la apreciación de la 
prueba y solicitando la condena del ahora demandante de 
amparo. Recurso que fue estimado por la Audiencia Pro-
vincial de Sevilla, que realiza una nueva declaración de 
hechos probados sobre la que se sustenta la condena, a 
partir de su propia valoración de la credibilidad de las 
declaraciones vertidas en el acto del juicio, sin celebra-
ción de vista, ni práctica de nuevas pruebas. En efecto, en 
el fundamento jurídico primero de la Sentencia objeto del 
presente recurso se señala que, pese a la existencia de 
versiones contradictorias, «lo cierto es que la versión de 
don Alfonso Belzunegui aparece corroborada por un dato 
objetivo, la realidad de las lesiones que presentaba, que 
fueron percibidas por los Agentes policiales que acudie-
ron tras su aviso al lugar de los hechos, razón por la cual 
le llevaron a un centro médico para su asistencia. Ello a su 
vez refleja la falta de credibilidad de los demás denuncia-
dos al afirmar en el juicio que no vieron lesiones en el 
recurrente, sin que en el escrito impugnatorio del acu-
sado se aporte argumento alguno sobre el fondo del 
asunto. Así las cosas, visto el tenor de la declaración en 
juicio del Sr. Belzunegui, quien achacó expresamente al 
Sr. Martínez de la Peña una agresión física –en consonan-
cia con ello sólo contra él dirigió su acusación pidiendo la 
absolución de los restantes denunciados-, este juzgador 
de la alzada entiende demostrada la realidad de su afir-
mación, considerando insuficiente la valoración probato-
ria de la Juez de Instrucción dada su poca argumentación 
y no atender, como ha quedado dicho, a todo el material 
probatorio».

En tales circunstancias, y en aplicación de la doctrina 
anteriormente expuesta, ha de afirmarse que los princi-
pios de publicidad, contradicción e inmediación que for-
man parte del derecho a un proceso con todas las garan-
tías impedían que la Audiencia valorase por sí misma, 
corrigiendo la valoración efectuada por el Juzgado de Ins-
trucción, la credibilidad de las diversas declaraciones 
vertidas en el acto del juicio por los acusados y testigos, 
sin el examen directo y personal de los mismos en un 
debate público en el que se respete la posibilidad de con-
tradicción, lo que conduce a la estimación de la demanda 
de amparo por vulneración del derecho a un proceso con 
todas las garantías (art. 24.2 CE).

4. La comprobación de esta vulneración determina 
también, en el presente caso, la del derecho a la presun-
ción de inocencia (art. 24.2 CE), dado que al margen de la 
declaración testifical de la víctima indebidamente valo-
rada en sede de apelación, no constan en las actuaciones 
ni en las resoluciones judiciales otras pruebas válida-
mente practicadas que pudieran sustentar autónoma-
mente el pronunciamiento condenatorio (por todas, STC 
167/2002, de 18 de septiembre y, entre las más recientes, 
SSTC 59/2005, de 14 de marzo, FJ 5; 105/2005, de 9 de 
mayo, FJ 1; 112/2005, de 9 de mayo, FJ 2).

Es cierto que la Sentencia condenatoria toma en 
cuenta en su razonamiento el dato objetivo de la realidad 
de las lesiones, documentada en un parte médico, pero 
del propio razonamiento del órgano judicial se desprende 
que este dato carece de autonomía como prueba de cargo 
y se utiliza tan sólo como elemento de corroboración de la 
credibilidad de la versión del Sr. Belzunegui, que es la 
única prueba de cargo de la autoría del recurrente de la 
agresión por la que se le enjuiciaba. Por ello, y al igual 
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que en los supuestos de las SSTC 198/2002, de 28 de octu-
bre, FJ 5, y 112/2005, de 9 de mayo, FJ 3, hemos de decla-
rar también en este caso la vulneración del derecho del 
recurrente a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE) y 
acordar la nulidad de la Sentencia recurrida, sin retroac-
ción de actuaciones.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Antonio Martí-
nez de la Peña Gordón y, en su virtud:

1.º Reconocer sus derechos a un proceso con todas 
las garantías y a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE).

2.º Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sección 
Séptima de la Audiencia Provincial de Sevilla, de 5 de sep-
tiembre de 2001.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a cuatro de julio de dos mil cinco.–María 
Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.–Roberto 
García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata Pérez. 
Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps. 

 13457 Sala Primera. Sentencia 179/2005, de 4 de julio
de 2005. Recurso de amparo 6318-2001. Pro-
movido por don Juan María Guerra López 
frente a los Autos de la Audiencia Provincial de 
Zaragoza y de un Juzgado de Instrucción que 
confirmaron su situación de prisión provisio-
nal en causa por delito contra la salud pública.

Vulneración del derecho a la libertad personal: 
prisión provisional insuficientemente moti-
vada (STC 128/1995).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 6318-2001, promovido 
por don Juan María Guerra López, representado por el 
Procurador de los Tribunales don Roberto Granizo Palo-
meque y asistido por el Abogado don Francisco J. Gómez 
Llorente, contra el Auto núm. 460/2001, de fecha 5 de 
noviembre de 2001, dictado por la Sección Primera de la 
Audiencia Provincial de Zaragoza en el rollo de apelación 
núm. 230-2001, dimanante del sumario núm. 3-2001, del 
Juzgado de Instrucción núm. 7 de los de Zaragoza. Ha 
intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magis-
trado don Roberto García-Calvo y Montiel, quien expresa 
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. El demandante de amparo dirigió telegrama a este 
Tribunal, que tuvo entrada en su Registro General en fecha 
26 de noviembre de 2001, comunicando su voluntad de 
interponer recurso de amparo contra el Auto núm. 460/2001 
dictado por la Sección Primera de la Audiencia Provincial 
de Zaragoza en el rollo de apelación núm. 23-2001.

2. Mediante diligencia de ordenación de fecha 20 de 
diciembre de 2001, dictada por la Secretaría de la Sección 
Segunda, se concedió un plazo al demandante para com-
parecer por medio de Procurador con poder al efecto y 
asistido de Abogado ejerciente, o para solicitar al Tribunal 
su designación del turno de oficio si carecía de medios 
para sufragarlos.

3.  Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 16 de enero de 2002, don Roberto 
Granizo Palomeque, Procurador de los Tribunales, en 
nombre y representación de don Juan María Guerra 
López, formalizó su recurso de amparo contra la resolu-
ción judicial a la que se ha hecho mención en el encabeza-
miento de esta Sentencia. Dicho Auto desestimaba el 
recurso de apelación interpuesto contra el Auto de fecha 
10 de agosto de 2001, del Juzgado de Instrucción núm. 7 
de los de Zaragoza, que desestimaba el recurso de 
reforma interpuesto contra el Auto de procesamiento, del 
mismo Juzgado, de fecha 26 de junio de 2001, por el que 
se ratificaba la situación de prisión provisional anterior-
mente acordada contra el demandante de amparo.

4. El recurso tiene su origen en los siguientes ante-
cedentes, que a continuación se exponen sucintamente:

a) En el mes de abril de 2001 se iniciaron actuacio-
nes contra el demandante de amparo, como presunto 
autor de un delito contra la salud pública, llevándose a 
cabo la instrucción de la causa por el Juzgado de Instruc-
ción núm. 7 de los de Zaragoza (sumario núm. 230-2001).

La causa se inició porque el día 1 de abril de 2001 fue 
detenido por la policía el recurrente en amparo cuando se 
encontraba en un vehículo marca Mercedes. Efectuado un 
somero registro del auto en tal momento, fueron halladas 
una pistola y dos cargadores. Una vez en la Jefatura 
Superior de Policía, se procedió a realizar un exhaustivo 
registro del vehículo, encontrándose dos paquetes de 
más de dos kilos de peso, conteniendo heroína.

b) Por Auto del Juzgado de fecha 3 de abril de 2001 
se decreta la prisión provisional del recurrente en amparo. 
La decisión se fundamenta en que los hechos que han 
dado origen a las actuaciones pueden constituir un delito 
de tráfico de drogas y un delito de tenencia ilícita de 
armas, haciéndose referencia a «los concretos hechos 
objetivos de los que se desprende la imputación inicial de 
culpabilidad contra el recurrente, unido a sus circunstan-
cias personales concurrentes, todo ello con el objeto de 
recabar el mayor número de antecedentes, circunstancias 
y pruebas, y en razón asimismo a la gravedad de los 
hechos, a la pena impuesta y a fin de asegurar su culpabi-
lidad».

c) En dicho sumario, y con fecha 26 de junio de 2001, 
fue dictado Auto de procesamiento contra el solicitante 
de amparo y otro más. En dicho Auto se acordó el mante-
nimiento de la medida cautelar de prisión provisional 
contra el demandante, indicando que «en cuanto a situa-
ción personal, en atención a la pena que pudiera impo-
nerse a Juan María Guerra López, procede mantener su 
situación de prisión provisional».

d) Contra este Auto interpuso el demandante recurso 
de reforma. Señala que dicho Auto carece de motivación 
respecto del mantenimiento de la prisión provisional, 
teniendo en cuenta que han transcurrido casi tres meses 
desde que inicialmente se adoptó tal medida. Se insiste 
en que el Auto mantiene tal situación personal única-


